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Cordial Saludo. 

LEONARDO JOSÉ ÁLVAREZ GÓMEZ, identificado con cédula de ciudadanía número 4.512559 de Pereira (Risaralda), abogado en ejercicio portador de la tarjeta profesional número 160213 del Honorable Consejo Superior de la Judicatura y fungiendo como apoderado judicial de la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO NARANJO, identificada con cédula de ciudadanía 34.054.308 de Pereira (Risaralda), quien actúan en su propio nombre y representación, de la manera más respetuosa y mediante el presente escrito nos permitimos interponer ACCIÓN DE TUTELA establecida en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia y reglamentada por el Decreto 2591 de 1991, en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES., entidad que consideramos ha vulnerado sus derechos fundamentales al debido proceso, seguridad jurídica, igualdad, seguridad social y mínimo vital, al proferir los administrativos contenidos en la Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE REPOSICIÓN)”, emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones y consecuentemente la Resolución No.  2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE APELACIÒN)” emitido por la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., mediante las cuales dispusieron en primera y segunda instancia respectivamente: Confirmar en toda y cada una de sus partes la resolución SUB 278166 del 8 de octubre de 2019, proferida por la misma entidad (Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones), mediante la cual resolvió revocar en toda y cada una de sus partes el Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, por la cual la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., le había reconocido una sustitución pensional a la ciudadana Naranjo, con ocasión del fallecimiento de su compañero permanente el señor Tena Blanca Jorge Humberto, quien en vida se identificó con la cédula de ciudadanía número 7.423.098, ocurrida el 19 de septiembre de 2.017 y en consecuencia dispuso negar el reconocimiento de la Sustitución Pensional a su favor y ordenó a la Dirección de Nómina el retiro en el pago de la prestación reconocida, ocasionando con ese irregular actuar que la ciudadana se quedara sin su único sustento económico como lo es su pensión con la cual atiende no solo sus necesidades básicas de alimentación, vivienda y salud sino las de sus dos padres, personas de la tercera edad, enfermas e impedidas, quienes le dependen exclusivamente, permaneciendo así a la deriva y vulnerable la parte actora, no quedándole otro camino que acudir a la presente acción de tutela en busca de la protección inminente de sus derechos fundamentales dado que, acudir a la acción ordinaria laboral, como mecanismo de defensa judicial instituido para estos casos, tardaría todo un proceso judicial de meses, incluso años con doble instancia, término que dadas las vulnerabilidad de la parte actora no estaría en condición de soportar, es por ello que se acude a la presente acción constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Todo de conformidad con los hechos que a continuación nos permitimos exponer:

I. HECHOS

PRIMERO: Mediante acto administrativo contenido en la Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., reconoció una sustitución pensional a favor de la señora GLORIA ELENA NARANJO NARANJO, identificada con cédula de ciudadanía número. 34.054.308 expedida en Pereira (Risaralda), en calidad de cónyuge o compañera, en porcentaje del cien por ciento (100%), con ocasión del fallecimiento del señor Jorge Humberto Tena Blanca, quien en vida se identificó con la cédula de ciudadanía número 7.423.098 (Q.E.P.D), ocurrida el diecinueve (19) de septiembre del año 2.017. (Al respecto se acompaña copia de la resolución de reconocimiento pensional).
SEGUNDO: La sustitución pensional y la pensión de sobrevivientes han sido definidas por la Honorable Corte Constitucional del siguiente modo: “son dos modalidades del derecho a la pensión que es una expresión del derecho a la seguridad social consagrado en el artículo 48 de la Constitución Política y como una prestación que se genera en favor de aquellas personas que dependían económicamente de otra que fallece, con el fin de impedir que deban soportar las cargas materiales y espirituales causadas por esta pérdida.
 En este sentido, los principios de justicia retributiva y de equidad, son los que justifican que las personas que hacían parte del núcleo familiar del trabajador, tengan derecho a acceder a la prestación pensional del fallecido para mitigar el riesgo de viudez y de orfandad, gozando post-mortem del status laboral del trabajador fallecido.”

Del mismo modo la Jurisprudencia Constitucional ha determinado el carácter de derecho fundamental de la sustitución pensional y pensión de sobrevivientes en los eventos en que dicha prestación constituye el único ingreso de la persona y además cuando esta se encuentra en situaciones de debilidad manifiesta por razones económicas, físicas o mentales. Al respecto ha señalado la Honorable Corte Constitucional: “En este sentido, la sustitución pensional se considera como un derecho fundamental si de su reconocimiento depende que se materialicen las garantías de los beneficiarios que se encuentran en una situación de debilidad manifiesta, por razones de tipo económico, físico o mental
. La jurisprudencia constitucional ha concluido entonces que, el derecho a la seguridad social: “(…) se ha desarrollado mediante la concreción de derechos subjetivos prestacionales; cuenta con una estructura enderezada a la satisfacción de sus contenidos; su goce y disfrute está íntimamente relacionado con la satisfacción de los restantes derechos humanos; y la constatación de su cardinal importancia en la efectivización del principio de dignidad humana en cuanto se dirige a la superación de las desigualdades materiales que la pobreza y la miseria entrañan.”
 

Lo anterior quiere decir que, a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO NARANJO, le fue reconocida mediante acto administrativo revestido de presunción de legalidad, bajo una situación jurídica consolidada y seguridad jurídica, una prestación económica de sustitución pensional por el fallecimiento de su compañero permanente de quien dependía económicamente, pues no posee otro ingreso para atender sus necesidades básicas y las de su familia (padres adultos mayores impedidos), y según se desprende de la naturaleza jurídica de esta clase de pensión.
TERCERO: La sustitución pensional percibida por la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO NARANJO, era destinada a atender no solo sus necesidades básicas de alimentación, vivienda, vestido, higiene y salud, sino aún más las de sus padres, personas de la tercera edad, en situación de enfermedad y discapacidad, postrados en cama, quienes dependen económicamente de la ciudadana Gloria Elena, ya que su otra y única hermana, es la que vela por el cuidado personal de ambos padres sin poder general ingresos económicos por esta razón, dependiendo así mismo del sustento económico de su hermana. (Lo anterior se soporta con las declaraciones extra-juicio allegadas con el escrito de tutela, así como de las historias clínicas de ambos padres y registros civiles de nacimiento de ambas hermanas). 
Como podrá verse el ingreso de dicho núcleo familiar, esto es, el de la ciudadana  GLORIA ELENA NARANJO NARANJO, compuesto por su padre, madre y hermana, dependen exclusivamente de la sustitución pensional recibida por ella. 
CUARTO: Con el fin de hacer un breve recuento de lo acaecido y que motivó a que la entidad accionada (Colpensiones) dejara sin efectos el acto administrativo que le reconoció la sustitución pensional a la actora, se relaciona lo siguiente: 
A inicios del año 2.018, la Gerencia de Prevención del Fraude de la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., inició un proceso interno de revisión de la pensión otorgada a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO, de conformidad con el procedimiento establecido en la Resolución 555 del año 2.015 “Por la cual se define el procedimiento administrativo para la revocatoria directa de resoluciones que reconocen prestaciones económicas de manera irregular”, proferida por la misma entidad, a la cual se le denominó como Investigación Administrativa Especial radicada bajo el número 181-18.  

Al interior de dicho proceso de Investigación Administrativa Especial la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO se presentó como parte interesada en el cual aportó toda la documentación, similar a la que fue radicada desde los inicios para el reconocimiento de su mesada pensional, tales como declaraciones y documentación, con los cuales demostraba nuevamente la unión marital de hecho y convivencia con el ciudadano a quien en vida correspondía al nombre de Jorge Humberto Tena Blanca, identificado con la cédula de ciudadanía número 7.423.098 (Q.E.P.D).

QUINTO: No obstante, lo anterior, al interior de dicha investigación fue preferido el auto de trámite de cierre No. 1373 del tres (03) de septiembre del año 2.018, contra el cual no procedía ningún recurso y dentro del cual se concluyó erradamente por la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES que: “No se acreditó el contenido y la veracidad de la solicitud presentada por Gloria Elena Naranjo Naranjo una vez analizadas y revisadas cada una de las pruebas aportadas en la presente investigación administrativa. Se estableció que el señor Jorge Humberto Tena Blanca y la señora Gloria Elena Naranjo no convivieron como pareja pues tuvieron una relación sentimental en donde el causante la visitaba frecuentemente, es importante resaltar que los familiares del causante no conocieron a la solicitante, únicamente hasta el día de su fallecimiento 19 de septiembre de 2.017.”.  

Para arribar a la anterior conclusión, la entidad tomo como sustento el material probatorio allegado a la investigación entre los cuales destacó: 

“Dentro del trámite de investigación adelantada por el Consorcio COSISTE -RM, se contactó a la señora Blanca Tena Blanca, (hermana del causante) quien manifestó que la señora Dennys Magola Maya fue la esposa del ciudadano y con quien convivió los últimos años en España y éste regresó en 2.016, sin que conociera de su paradero.”.

“Igualmente se contactó al señor Jorge Humberto Tena Maya (hijo del causante), quien manifestó que su padre y la señora Dennys Magola Maya los últimos 5 años de vida de éste convivieron en Getafe Madrid, dijo haber visto a la señora Gloria Elena Naranjo el día que su padre falleció y manifestaba ser la esposa más no sabe nada de ella.”. 

Expresó así mismo la entidad que, durante el procedimiento de Investigación Administrativa Especial, la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO allegó documentación con la cual informó del mismo modo la interrupción de su convivencia con el causante (Jorge Humberto Tena Blanca). Allí dijo la entidad que se manifestó lo siguiente: 

“Esperando que con los documentos aportados y las declaraciones extra proceso bajo la gravedad de juramento. Sirvan de soporte para comprobar que el Sr. Jorge Humberto Tena Blanca y la Sra. Gloria Elena Naranjo Naranjo, tuvieron una vida de compañeros permanentes desde el año 2.006 hasta el 19 de septiembre de 2.017 fecha en la cual falleció, ya que su ausencia durante 3 años no desvirtúa su lazo amor, ayuda mutua, solidaridad y codependencia con su compañero.” 

Así y con fundamento en esos elementos de prueba, concluyó la entidad que: “Conforme a lo expuesto y con el material probatorio recaudado dentro del proceso de investigación éste despacho concluye que presuntamente existieron hechos de fraude en el reconocimiento pensional otorgado a la señora Gloria Elena Naranjo Naranjo, toda vez que se evidenció que la ciudadana no convivió con el causante los últimos 05 años anteriores a la muerte del señor Jorge Humberto Tena Blanca (Q.E.P.D).” 

“Por Consiguiente, existe prueba documental y testimonial que permite inferir que la señora Gloria Elena Naranjo Naranjo no convivió con el causante Jorge Humberto Tena Blanca (Q.E.P.D), durante los 5 años antes del fallecimiento ocurrido el 19 de septiembre de 2.017, pues el señor Jorge Humberto Tena Blanca residió en España desde el año 2.012 hasta el 2.016 y si bien el causante y la señora Gloria Elena pudieron haber convivido desde el año 2.016, este tiempo no es suficiente para acceder a la prestación.”. 

SEXTO: Las razones anteriormente expuestas en el auto de cierre de la Investigación Administrativa Especial (Auto No. 1373 del 03 de septiembre de 2.018), sirvieron como sustento y fundamento para que la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., profiriera finalmente el acto administrativo contenido en la Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA., mediante la cual dispuso, a nuestro juicio sin motivos reales, objetivos, trascendentes y verificados, revocar en toda y cada una de sus partes el Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, por la cual la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., le había reconocido a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO una sustitución pensional y así mismo dispuso el retiro de nómina de dicha prestación.
SÉPTIMO: Debe señalarse que, el acto administrativo contenido en la Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019, por el cual “SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA” emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., mediante el cual revocó el reconocimiento pensional (sustitución pensional) de la ciudadana Gloria Elena Naranjo Naranjo y por ende negó el reconocimiento pensional y ordenó retirar de nómina el pago de dicha prestación, fue notificado el día seis (06) de noviembre del año 2.019, y contra el mismo se informó que procedían los recursos de reposición y apelación; no obstante la entidad de inmediato procedió hacer efectivo el acto administrativo incluso antes de su notificación, con el retiro de nómina de la prestación económica (sustitución pensional) en perjuicio de la ciudadana y desde el mes de octubre del mismo año (2.019).
Así mismo debe informarse que, una vez fue notificado el acto administrativo que le revocaba la sustitución pensional a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO, fueron interpuestos dentro del término (10 días), exactamente el día veinte (20) de noviembre del año 2.019, los recursos que procedían contra dicho acto, esto es, el de reposición y en subsidio el de apelación. Lo anterior quiere decir que, dicho acto administrativo aún no se encentraba en firme, pues estaba pendiente de la resolución de los recursos contra este interpuestos, por lo que, dicha decisión no podía ejecutarse pues se encontraba aún en trámite administrativo de notificación y ejecutoria; no obstante, lo anterior, la entidad Administradora Colombiana de Pensiones dispuso ejecutar esa decisión aún sin que tuviese firmeza o ejecutoria que exige la norma para darle su cumplimiento; por lo cual, consideró la parte actora que con ese irregular proceder se estaban vulnerando el debido proceso, el derecho a la doble instancia, derecho de defensa e impugnación por parte de la entidad antes señalada, al suspender el pago de la prestación económica a la ciudadana Gloria Elena Naranjo sin un acto administrativo en firme. 
Es por lo anterior entre otros motivos que la ciudadana Gloria Elena Naranjo interpuso en el mes de febrero del presente año (2.020), acción de tutela en contra de la entidad Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., acción que correspondió por competencia y reparto (Rad. 66001 31 05 004 2020 00074 00) al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda) y estando en trámite la acción de tutela, la entidad (Colpensiones) procedió a comunicar al juzgado, no a la parte actora, el acto administrativo contenido en la Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE REPOSICIÓN)”, emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., por medio de la cual se resolvía el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019 confirmándola en todas sus partes y a su vez concedía el recurso de apelación interpuesto como subsidiario para que el mismo fuera resuelto por funcionario superior de la entidad.  
Posteriormente en la fecha en la fecha dos (02) de marzo de 2.020, el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda) decidió en primera instancia negar el amparo solicitado, por lo que dicha decisión fue impugnada ante la Sala Laboral del Honorable Tribunal Superior de Pereira (Risaralda), Corporación Judicial que en la fecha diecisiete (17) de abril de 20.20, decidió amparar el derecho de defensa y debido proceso de la parte actora y ordenó a la entidad Colpensiones reactivar el pago de la prestación económica a favor de la señora Gloria Elena Naranjo procediendo incluso a pagar las mesadas dejadas de cancelar, hasta la fecha en que la entidad resolviera de fondo y de manera definitiva (recurso de apelación interpuesto) si era o no procedente la revocatoria de la sustitución pensional; así mismo, dispuso en su parte considerativa que la corporación judicial se abstendría de resolver los demás aspectos informados en la acción de tutela, que no era otro que, suspendiera los efectos del acto administrativo que ordenó la revocatoria de la pensión de la señora Naranjo ya que hasta ese momento la entidad Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., no había decidido aún en segunda instancia el fondo del asunto (apelación) y mal podría ordenarse la suspensión de una determinación que estaba pendiente de resolución definitiva. 
Ha de anotarse que a la fecha (junio 2.020) la entidad no ha cumplido lo ordenado por la Sala Laboral del Honorable Tribunal Superior de Pereira, razón por lo cual ha motivado la iniciación de un incidente de desacato por ese específico motivo. 

OCTAVO: Posteriormente a la emisión del fallo de tutela de segunda instancia de la Sala Laboral del Honorable Tribunal Superior de Pereira, exactamente en la fecha siete (07) de mayo del presente año 2.020, la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., expidió el acto administrativo contenido en la Resolución No. 2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE APELACIÒN)”, mediante el cual dispuso en segunda instancia: Confirmar en toda y cada una de sus partes la resolución SUB 278166 del 8 de octubre de 2019, proferida por la misma entidad (Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones), mediante la cual resolvió en primera instancia revocar en toda y cada una de sus partes la Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, por la cual la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., le había reconocido una sustitución pensional a la ciudadana Gloria Elena Naranjo, con ocasión del fallecimiento de su compañero permanente el señor Tena Blanco Jorge Humberto, quien en vida se identificó con la cédula de ciudadanía número 7.423.098, ocurrida el 19 de septiembre de 2.017 y en consecuencia dispuso negar el reconocimiento de la Sustitución Pensional a su favor y ordenó a la Dirección de Nómina el retiro en el pago de la prestación reconocida; ocasionando ya con este actuar de manera definitiva que la ciudadana se quede sin su único sustento económico como lo es su sustitución pensional con la cual, como se ha dicho, atiende no solo sus necesidades básicas de alimentación, vivienda y salud, sino también las de sus dos padres, personas de la tercera edad, enfermas e impedidas, quienes le dependen exclusivamente, permaneciendo así a la deriva y vulnerable la parte actora.

Así pues y dado que ya existe una decisión definitiva de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., en la revocatoria del reconocimiento de la sustitución pensional a la ciudadana Gloria Elena Naranjo con el cual se afectan sus derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social no queda otro camino que acudir a la acción de tutela en busca de la protección inminente de sus derechos fundamentales dado que, acudir a la acción ordinaria laboral, como mecanismo de defensa judicial instituido para estos casos, tardaría todo un proceso judicial de meses, incluso años con doble instancia, término que dada la vulnerabilidad de la parte actora no estaría en condición de soportar, es por ello que se acude a la presente acción constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y a fin de buscar que se suspendan los efectos de las decisiones administrativas ya definitivas que ordenaron confirmar la revocatoria en el reconocimiento de la sustitución pensional de la señora Gloria Elena Naranjo y por ende su retiro en el pago en nómina de pensionados de dicha prestación. 

NOVENO: Dentro de las actuaciones irregulares vulnerantes de derechos fundamentales (debido proceso, seguridad jurídica, seguridad social y mínimo vital) que motivaron la confirmación de la decisión de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., para revocar la prestación económica reconocida a la ciudadana Gloria Elena Naranjo, se señalan las siguientes:  
Se reiteraron y confirmaron los sustentos probatorios que llevaron a la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., a expedir la Resolución SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019, mediante la cual se revocó la sustitución pensional de la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO, según la Investigación Administrativa Especial adelantada por la misma entidad (radicada 181-18), en la cual se concluyó erradamente que: “el reconocimiento de la sustitución pensional con ocasión del fallecimiento del ciudadano Tena Blanca Jorge Humberto, ocurrida el 19 de septiembre del año 2.017, a favor de la señora Naranjo Naranjo Gloria Elena, en calidad de compañera del citado ciudadano, se realizó bajo una situación indebida, con fundamento en información incluida de forma irregular, de manera que se cumplen los presupuestos exigidos por el artículo 19 de la ley 797 de 2.003 y el artículo 243 de la Ley 1450 de 2.013, para modificar y/o revocar el acto administrativo sin consentimiento del particular que se benefició de la irregularidad.”, ya que los sustentos probatorios de dicha decisión no poseen la categoría de una objetividad e imparcialidad que se exige para poder entrar a revocar una decisión administrativa que creó una situación jurídica consolidada, amparada de presunción de legalidad y que afecta de paso el derecho a la seguridad social, según los lineamientos de la  Honorable Corte Constitucional, como se explicará.  
Valga señalar en este aspecto que, los sustentos probatorios que sirvieron de base para emitir el acto administrativo contenido en la Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019 que dispuso revocar el reconocimiento pensional a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO y que fue confirmado en su integridad, no revisten la categoría de una objetividad e imparcialidad en su contenido, ello por cuanto, dichos sustentos probatorios versan sobre las declaraciones de familiares de la propia cónyuge del causante con quien este ya no vivía desde hace muchos años atrás, esto es, la hermana e hijo de la señora Dennys Magola Maya, quienes en su relato tenían el interés de que la prestación económica de sustitución pensional del causante Jorge Humberto Tena Blanca, fuera otorgada a esta ciudadana, familiar en primer y segundo grado de consanguinidad de esta. 

Por tanto, las declaraciones rendidas por estas dos personas al interior de la investigación administrativa especial y que sirvieron como sustento para revocar el reconocimiento pensional a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO y su confirmación, están viciadas por tener un interés en su dicho, por lo que no podían resultar creíbles para la entidad y cimentar sobre ellas una decisión administrativa de revocatoria directa de un acto administrativo que reconoció una prestación social revestido de presunción de legalidad. 

Y es que no podían darles credibilidad a las declaraciones rendidas por estas dos personas, tanto hermana como hijo de la ciudadana Dennys Magola Maya, quien pretendió se le reconociera la prestación social de sustitución pensional a su favor y se le revocara a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO, basada en estas mismas declaraciones a las cuales la entidad, en ese caso sino les dio credibilidad y procedió a negar la prestación, basado, se repite, en esas declaraciones el reconocimiento de la sustitución pensional solicitado por la señora Dennys Magola Maya, mediante el acto administrativo contenido en la Resolución No. SUB. 54359 del 28 de febrero de 2.019, al no acreditarse por parte de ella la convivencia con el causante durante los cinco (05) últimos años antes de su fallecimiento. Por tanto, como pretende la entidad Administradora Colombina de Pensiones - COLPENSIONES., darles a esas mismas declaraciones credibilidad para sustentar la revocatoria de un acto administrativo que reconoció una pensión (Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019), pero a su vez no brindarles credibilidad para la solicitud de otro reconocimiento pensional (Resolución No. SUB. 54359 del 28 de febrero de 2.019). 

Nótese como lo aquí dicho por la parte actora y el interés que podían tener las personas declarantes al interior de la investigación administrativa especial en que la sustitución pensional fuera revocada a la señora GLORIA ELENA NARANJO para que en su lugar le fuera otorgada a su familiar, hermana y madre, respectivamente, es que el mismo acto administrativo de revocatoria directa (Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019) que fue finalmente confirmado por la entidad (Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020 - Resolución No. 2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020), mediante la presente acción de tutela cuestionado, alude en su parte inicial denominada como “Considerando” a la solicitud de reconocimiento pensional por parte de la ciudadana Dennys Magola Maya en el año 2.018 y su posterior negación mediante resolución del año 2.019, allí se manifestó:
“Que con ocasión  del fallecimiento del señor Tena Blanca Jorge Humberto, quien en vida se identificó con la C.C No. 7.423.098, ocurrida el 19 de septiembre de 2.017, se presentó a reclamar la pensión de sobreviviente la señora Dennys Magnolia Maya de Tena, identificada con cédula de ciudadanía No. 7423098, en calidad de cónyuge, el 1 de febrero de 2.018 con radicado Nro. 2018_1149576.

“Que mediante Resolución No. SUB. 54359 del 28 de febrero de 2.019, la Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., negó el reconocimiento de la sustitución pensional solicitada por la señora Dennys Magnolia Maya de Tena, identificada con cédula de ciudadanía No. 7423098, teniendo en cuenta que a través investigación administrativa se determinó que el causante y la señora Dennys Magnolia Maya de Tena no convivieron 5 años anteriores al fallecimiento.”  

Así pues, queda claro que las versiones o declaraciones rendidas al interior de la investigación administrativa especial que sirvieron como sustento para la emisión de la Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019, mediante la cual se revocó el reconocimiento pensional a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO y su posterior confirmación (Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020 - Resolución No. 2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020), carecen de credibilidad y están viciadas por tener un interés. Sobre este tema el propio Código General del Proceso (Ley 1564 de 2.012) en su artículo 211, trae al respecto la denominada tacha de testigos, cuando los mismos son familiares o poseen un interés en la declaración respecto de la persona que declaran, sustento normativo al cual se acude en esta instancia para que se acoja esa misma tacha en la credibilidad de las declaraciones rendidas al interior de la investigación administrativa especial y sobre las cuales se sustentaron las decisiones administrativas que hoy se solicitan la suspensión de sus efectos mediante el ejercicio de esta acción constitucional hasta tanto de acuda y resuelva el caso por la jurisdicción laboral competente en procura de evitar un perjuicio irremediable a la parte actora quien como se ha dicho depende como único sustento de la mesada pensional revocada; al respecto menciona esa preceptiva: 

“Código General del Proceso.
“Artículo 211. Imparcialidad del testigo. Cualquiera de las partes podrá tachar el testimonio de las personas que se encuentren en circunstancias que afecten su credibilidad o imparcialidad, en razón de parentesco, dependencias, sentimientos o interés en relación con las partes o sus apoderados, antecedentes personales u otras causas.

“La tacha deberá formularse con expresión de las razones en que se funda. El juez analizará el testimonio en el momento de fallar de acuerdo con las circunstancias de cada caso.”
(Negrilla y subrayas nuestras). 
Del mismo modo y en relación con la objetividad sobre los elementos de prueba que sirven de sustento para edificar una decisión de revocatoria directa de un acto administrativo que reconoció una prestación social, la Honorable Corte Constitucional al revisar el artículo 19 de la Ley 797 de 2.003 que es el sustento normativo para esta clase de decisiones, señaló enfáticamente la objetividad y definición de los sustentos probatorios para poder edificar esta clase de decisiones administrativas, aspectos que se echaron de menos en la resolución que revocó la sustitución pensional a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO y su posterior confirmación, vulnerándose su derecho al debido proceso, el respeto a las situación jurídica consolidada y de paso los derechos a la seguridad social y mínimo vital al constituir la prestación económica en su única fuente de sustento familiar y que es uno de los motivos por los que se solicita el amparo constitucional. Al respecto señala la Alta Corporación Judicial:

 ARTÍCULO 19. REVOCATORIA DE PENSIONES RECONOCIDAS IRREGULARMENTE. <CONDICIONALMENTE exequible> Los representantes legales de las instituciones de Seguridad Social o quienes respondan por el pago o hayan reconocido o reconozcan prestaciones económicas, deberán verificar de oficio el cumplimiento de los requisitos para la adquisición del derecho y la legalidad de los documentos que sirvieron de soporte para obtener el reconocimiento y pago de la suma o prestación fija o periódica a cargo del tesoro público, cuando quiera que exista motivos en razón de los cuales pueda suponer que se reconoció indebidamente una pensión o una prestación económica. En caso de comprobar el incumplimiento de los requisitos o que el reconocimiento se hizo con base en documentación falsa, debe el funcionario proceder a la revocatoria directa del acto administrativo aun sin el consentimiento del particular y compulsar copias a las autoridades competentes.   

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos formulados, 'de manera condicionada en los términos del numeral 4 de las consideraciones y fundamentos de esta sentencia' por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-835-03 de 23 de septiembre de 2003, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araujo Rentería.

'Desde luego que en desarrollo del debido proceso la revocatoria establecida en el artículo 19 de la ley 797 de 2003 tiene que cumplir satisfactoriamente con la ritualidad prevista en el Código Contencioso Administrativo o en los estatutos especiales que al respecto rijan.  Vale decir, con referencia al artículo 19 acusado el acto administrativo por el cual se declara la revocatoria directa de una prestación económica, deberá ser la consecuencia lógica y jurídica de un procedimiento surtido con arreglo a los artículos 74, 28, 14, 34 y 35 del Código Contencioso Administrativo, sin perjuicio de la aplicación de las normas de carácter especial que deban privilegiarse al tenor del artículo 1 del mismo estatuto contencioso.  Pero en todo caso, salvaguardando el debido proceso.  Igualmente, mientras se adelanta el correspondiente procedimiento administrativo se le debe continuar pagando al titular –o a los causahabientes- de la pensión o prestación económica las mesadas o sumas que se causen, esto es, sin solución de continuidad.  Y como respecto del titular obra la presunción de inocencia, le corresponde a la Administración allegar los medios de convicción que acrediten la irregularidad del acto que se cuestiona.  Es decir, la carga de la prueba corre a cargo de la Administración.
Por lo tanto, los motivos que dan lugar a la hipótesis revocatoria del artículo 19 no pueden entenderse de manera indeterminada, aislada, ni al margen del debido proceso.  Antes bien, la manifiesta ilegalidad, tanto de las conductas reprochadas como de los medios utilizados para acceder a la prestación económica que se cuestione, debe probarse plenamente en el procedimiento administrativo que contemplan las prenotadas disposiciones, para lo cual el titular del derecho prestacional o sus causahabientes deberán contar con todas las garantías que inspiran el debido proceso en sede administrativa, destacándose el respeto y acatamiento, entre otros, de los principios de la necesidad de la prueba, de la publicidad y la contradicción; y por supuesto, imponiéndose el respeto y acatamiento que ameritan los términos preclusivos con que cuenta el funcionario competente para adelantar y resolver cada etapa o lapso procedimental.  Así, la decisión revocatoria, en tanto acto reglado que es, deberá sustentarse en una ritualidad sin vicios y en una fundamentación probatoria real, objetiva y trascendente, en la cual confluyan de manera evidente todos los elementos de juicio que llevaron al convencimiento del funcionario competente para resolver.  En conclusión, entre la parte motiva y la parte resolutiva del acto de revocatoria directa deben mediar relaciones de consonancia que estén acordes con los respectivos mandatos constitucionales y legales, particularmente, con el debido proceso, la legalidad de los derechos adquiridos y la defensa del Tesoro Público.  Recordando además que, en materia de supresión de actos administrativos, no es lo mismo cuando interviene un funcionario administrativo que cuando interviene el juez; y que, en todo caso, la revocatoria directa de un acto administrativo que reconoce una pensión o prestación económica sólo puede declararse cuando ha mediado un delito.

La Corte deja claramente establecido que cuando el litigio versa sobre problemas de interpretación del derecho; como por ejemplo, el régimen jurídico aplicable, la aplicación de un régimen de transición; o la aplicación de un régimen especial frente a uno general; estos litigios deben ser definidos por los jueces competentes de conformidad con el artículo 20 de la Ley 797 de 2003 y que en consecuencia no procede la revocatoria directa del acto administrativo sin el consentimiento del particular.

Sólo bajo estos lineamientos se declarará la exequibilidad condicionada del artículo 19 de la ley 797 de 2003; en el entendido que el incumplimiento de los requisitos o que el reconocimiento se hizo con base en documentación falsa, se refiere siempre a conductas que estén tipificadas como delito por la ley penal.'

(Negrilla y subrayas nuestras).
Expresa en el mismo sentido la entidad, como se dijera anteriormente, como sustento probatorio para revocar el acto administrativo de reconocimiento de la sustitución pensional a la señora GLORIA ELENA NARANJO y que fue finalmente confirmado, con el cual se concluyó la falta de convivencia de la pareja durante los últimos cinco (05) años anteriores al fallecimiento del causante como lo exigen las normas en materia de seguridad social al aseverar que, durante el procedimiento de investigación administrativa especial, la ciudadana Gloria Elena Naranjo allegó documentación con la cual informó y confesó la interrupción de su convivencia con el causante (Jorge Humberto Tena Blanca) al señalar que: 

“Esperando que con los documentos aportados y las declaraciones extra proceso bajo la gravedad de juramento. Sirvan de soporte para comprobar que el Sr. Jorge Humberto Tena Blanca y la Sra. Gloria Elena Naranjo Naranjo, tuvieron una vida de compañeros permanentes desde el año 2.006 hasta el 19 de septiembre de 2.017 fecha en la cual falleció, ya que su ausencia durante 3 años no desvirtúa su lazo amor, ayuda mutua, solidaridad y codependencia con su compañero.” 

Sin embargo, de dicha manifestación como se observa, no se desprende ningún ánimo de ruptura de la unión entre la pareja o una intención de disolución de la convivencia entre ambos compañeros, por el contrario, se manifestó expresamente que sí bien la pareja no pudo estar junta físicamente por cuestiones de enfermedad que padecía el causante, ello no desvirtúo su lazo de amor, solidaridad, ayuda mutua y ánimo de convivencia como pareja, por lo tanto, esa declaración hecha al interior de la investigación administrativa especial ha sido mal valorada por la entidad en un falso raciocinio, pues lo que allí se dice es el ánimo que como pareja siempre ha perdurado entre ambos compañeros y ello acreditó su ánimo e interés de convivencia, lo cual se ratifica con los documentos allegados con ese mismo memorial al interior de la investigación y al cual alude la decisión de cierre investigativa y a su vez la resolución de revocatoria directa que fue confirmada. (al respecto se allega copia del auto de cierre de Investigación Administrativa Especial).
Nótese pues, como lo aquí dicho y probado al interior del proceso administrativo especial y que no fue valorado acordemente en la decisión contenida en el acto administrativo Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019 y confirmado por Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020 y Resolución No. 2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020, fue que la pareja siempre tuvo el ánimo de convivencia por más de cinco (5) años antes del lamentable deceso del causante y que las pruebas obrantes en el expediente daban clara fe de ello; lo que ocurrió fue que, por cuestiones de enfermedad, el ciudadano causante de la prestación tuvo que acudir al estado de España para curar su patología de cáncer que lo estaba aquejando hasta poder recuperar su estado de salud, pero que en dicho interregno, tuvo contacto permanente con su compañera en Colombia (03 años) al punto de tener múltiples comunicaciones vía telefónica y mensajes de texto y vía celular que se acompañaron a la investigación administrativa, además de sendos giros de dinero realizados por el causante a su compañera GLORIA ELENA NARANJO para ayudar al pago de su manutención. Todo esto es prueba de su convivencia y unión permanente como pareja y compañeros. Aspectos anteriores que no fueron tenidos en cuenta en la decisión administrativa que revocó la sustitución pensional a favor de la citada ciudadana Naranjo Naranjo y su posterior confirmación. (Al respecto se allega historia clínica del ciudadano fallecido Jorge Umberto Tena). 
Sobre el tema de la convivencia entre pareja, el ánimo de unión y permeancia y su aparente interrupción por la no residencia en un mismo domicilio por cuestiones de salud, trabajo y demás, no desvirtúa el querer o interés de los compañeros en su convivencia, donde dicho punto debe ser valorado a plenitud en el caso concreto y no bajo un estricto sentido; así lo ha señalado la Honorable Corte Suprema de Justicia, en diversos fallos recientes, a los cuales se acude para su aplicación en el presente caso, para que no se produzcan los efectos del acto administrativo que revocó el reconocimiento de la sustitución pensional a la ciudadana Naranjo Naranjo y sus actos que lo confirmaron, bajo el pretexto de su aparente no convivencia durante los cinco (05) últimos años con el causante de la prestación económica (pensión) como lo exige la norma, sin observar la contextualización del caso concreto que efectivamente acreditan la convivencia y unión de la pareja.  
“La Corte Suprema de Justicia condenó a una empresa a reconocerle a una mujer una pensión, a pesar de que la demandante y su cónyuge fallecido residían en domicilios diferentes.
“La ley colombiana precisa que entre las personas habilitadas para reclamar la llamada pensión de sobrevivientes está el cónyuge o compañera permanente, siempre y cuando demuestre que convivió con el fallecido por lo menos cinco años continuos antes de su muerte.

“Pero dicha convivencia no se puede interpretar de forma rígida al punto de concluir que una forzosa separación de hecho de la pareja rompe el lazo afectivo y echa por la borda la aspiración del cónyuge o compañero sobreviviente de reclamar la pensión que aquél o aquélla devengaba.

“Así lo reiteró la Sala Laboral de la Corte de Suprema de Justicia al condenar a una empresa a pagarle la pensión de sobrevivientes a una mujer, con ocasión del fallecimiento de su cónyuge, con quien no convivió bajo el mismo techo durante los cinco años anteriores al deceso.

“La compañía demandada le negó a la señora la prestación solicitada argumentando el incumplimiento del requisito de convivencia mencionado. Y aparentemente era así, ya que el fallecido tenía su residencia en Puerto Nare (Antioquia), mientras que la demandante lo tenía en Santo Domingo. Además, el esposo visitaba a su cónyuge cada mes o cada dos meses en Medellín, en la casa de una de sus hijas o en su residencia propia en Santo Domingo. En su vida diaria, ambos se encontraban cerca de Puerto Nare y allí pernoctaban y en aquellos encuentros habituales el causante entregaba a su esposa los recursos económicos necesarios para su sostenimiento y el de sus hijos.

“Se explica en la sentencia que el motivo de viaje del fallecido fue laboral inicialmente y, con posterioridad, la razón fue atender con uno de sus hijos un negocio hotelero. Otra razón por la cual la pareja no vivía bajo el mismo techo era que el cónyuge no soportaba el clima frío de Santo Domingo y ella no toleraba el clima caliente de Puerto Nare. Sin embargo, a pesar de la distancia, siempre mantuvieron los lazos afectivos y su relación estuvo vigente sin que en ningún momento hubiesen tenido la intención decidida de dejar de compartir sus vidas.

“En ese contexto, con ponencia del magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, la Corte consideró que la convivencia entre los esposos o compañeros permanentes, para efectos de acceder a la pensión de sobrevivientes, debe ser examinada y determinada según las particularidades relevantes de cada caso concreto.

“Y debe ser así, explicó, por cuanto esta exigencia puede presentarse y predicarse incluso en eventos en que los cónyuges o compañeros no puedan estar permanentemente juntos bajo el mismo techo, en razón de circunstancias especiales como salud, trabajo, fuerza mayor o similares. Lo anterior, enfatizó el fallo, no conduce de manera forzosa a que desaparezca la comunidad de vida de la pareja, si claramente se mantienen vigentes los lazos afectivos, sentimentales, de apoyo, solidaridad, acompañamiento espiritual y ayuda mutua.

“Y un mensaje final: que la intencionalidad de la convivencia como pareja a pesar de la distancia y la intención de ambos de mantener vigente su unión marital es lo que determina una real convivencia que, eventualmente, dé viabilidad al reconocimiento de este derecho pensional.” (Negrilla y subrayas nuestras).
En igual sentido la Honrable Corte Constitucional sobre este tema ha sido reiterada en señalar: Sentencia T-245 de 2.017.
“5.2. En la jurisprudencia constitucional, se ha dado por entendido que el referido requisito de convivencia mínima de cinco (5) años previos a la muerte del causante, no implica vivir bajo el mismo techo, siempre y cuando exista una causa justificada para la separación de cuerpos. 

 

“5.2.1. De hecho, en la Sentencia T-787 de 2002[45], se analizó una acción de tutela interpuesta por una mujer de 66 años de edad contra el Instituto de Seguros Sociales (ISS), con el fin de solicitar que le fuera otorgada la pensión de sobreviviente como cónyuge de un pensionado. El ISS emitió una resolución por medio de la cual le niega el reconocimiento de la pensión, considerando que la accionante no cumplió con el requisito de la convivencia mínima de cinco (5) años previamente a la muerte del causante, ya que los cónyuges no vivieron bajo el mismo techo durante los meses inmediatamente anteriores al fallecimiento. No obstante, la Corte Constitucional decidió tutelar de forma transitoria los derechos de la accionante, y ordenó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, advirtiendo que en efecto la convivencia entre los cónyuges no se vio interrumpida, aunque no hayan vivido bajo el mismo techo, teniendo en cuenta que la cónyuge demostró su dependencia económica del pensionado; y si bien se encontró que, el causante decidió residir algunos días de la semana en el apartamento de su hijo, ello se debió a las complicaciones de salud y el tratamiento al que se estaba sometiendo. Esta situación implicó para la Corte que no existió una intención fraudulenta por parte de la accionante de acceder a la pensión, sino que por el contrario, le asistía el derecho como compañera supérstite por el cumplimiento de los requisitos legales para ello. 

 

“5.2.2. De forma similar, en la Sentencia T-197 de 2010[46], la Corte Constitucional se ocupó de revisar una tutela por medio de la cual una mujer de ochenta (80) años de edad, solicitó que le fueran amparados sus derechos a la vida, al mínimo vital y a la seguridad social, por tanto la Compañía Colombiana de Tabaco S.A. le negó la pensión de sobreviviente, argumentando que no convivió con el causante hasta su muerte, a partir de una declaración allegada por el hijo del causante, en la que afirma que su padre y la accionante llevan más de treinta años separados de hecho. La accionante acreditó por su parte que, dependía económicamente de su cónyuge fallecido, que éste no tuvo otra compañera permanente y que ella era afiliada beneficiaria de su cónyuge en el Sistema de Seguridad Social en Salud. Así mismo, afirmó que, debido a su enfermedad y por la falta de personas que los atendiera de forma adecuada, ella dormía en la casa de uno de sus hijos, pero durante el día convivía con el causante, lo cual implicó que nunca se perdieron los lazos de amor, cariño y fidelidad. Con base en ello, la Sala de Revisión consideró que hubo una causa justa para que los cónyuges no durmieran bajo el mismo techo y que el auxilio mutuo entre ellos permaneció hasta el día de la muerte del afiliado. En consecuencia, ordenó el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes a favor de la accionante. 

 

“5.2.3. Más recientemente, en la Sentencia T-324 de 2014[47], la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional, reiteró lo mencionado en las citadas providencias, en un caso donde una mujer de sesenta y cuatro (64) años de edad, interpuso acción de tutela contra la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP) solicitando que se le reconociera y pagara la pensión de sobrevivientes, causada por el fallecimiento de su cónyuge. Dicha petición fue negada argumentando que no se encontraba acreditada la convivencia entre la accionante y el causante durante los cinco (5) años anteriores a su fallecimiento. La cónyuge supérstite demostró que dependía económicamente del fallecido y afirmó que debido a los cuidados especiales que él requería, residía con su hija, sin que se hubiera roto el vínculo entre ellos, ya que seguían en contacto. Así, la Sala de Revisión concluyó que, “(…) el vínculo que unía a la accionante con el causante no se disolvió por el hecho de que dejaran de compartir un techo, pues como se pudo constatar (…), los vínculos de afecto, apoyo, dependencia económica, acompañamiento en la enfermedad y comprensión mutua no cesaron.” 

 

“5.2.4. Dicha decisión, se fundamentó, además de los pronunciamientos hechos por la Corte Constitucional frente a casos similares, como también a partir de algunos pronunciamientos de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia[48], donde se ha señalado que, “la convivencia entre los cónyuges no desaparece por la sola ausencia física de alguno de los dos, cuando ello ocurre por motivos justificables, como de salud, oportunidades u obligaciones laborales, imperativos legales o económicos, entre otros”[49]; concluyendo que, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes o la sustitución pensional, aunque no haya convivido bajo el mismo techo con el causante,  por una causa justificada, siempre que acredite que se mantuvo hasta el último momento, el afecto, el auxilio mutuo, el apoyo económico y el acompañamiento espiritual propios de la vida en pareja. 

“5.3. En suma, la jurisprudencia ha dado por entendido que, el cónyuge o compañero o compañera supérstite, tiene derecho al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes o de la sustitución pensional, aun cuando no haya habitado bajo el mismo techo del causante hasta el momento de su muerte, siempre que exista una causa justificada para ello. Es decir, el requisito de convivencia continua, establecido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2013, no podrá ser analizado en abstracto, sino que es necesario hacer una evaluación de las circunstancias concretas en cada caso. De tal manera, cuando a una persona que se encuentra bajo esas circunstancias se le niega el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes o de la sustitución pensional, por un aparente incumplimiento del requisito exigido por la legislación, se le está violando su derecho fundamental al mínimo vital, si de este reconocimiento depende la materialización de una vida en condiciones dignas[50].” (Negrilla y subrayas nuestras).
Nótese pues como en este aspecto al no evaluarse por parte de la entidad Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., las circunstancias concretas que llevaron a que la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO y su compañero no hayan podido habitar bajo el mismo techo durante un lapso anterior a los cinco (05) años anteriores a su deceso y que esa situación no significa por sí solo una interrupción en su convivencia, sirviendo para ello, en la toma de la decisión de revocatoria en de la resolución que reconoció la pensión a la actora y su confirmación, de la cual, como se ha dicho a lo largo de este escrito, depende exclusivamente ella y su grupo familiar vulnerable, hace que con ese actuar se vulnere el derecho al mínimo vital como lo ha señalado la Honorable Corte Constitucional en estos casos y que por tanto, es una de las razones que sustenta la presente acción constitucional.   
DÉCIMO: Otro aspecto que detalla la parte actora es que a nuestro juicio no es procedente o posible que se revoque a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO NARANJO, su reconocimiento de una sustitución pensional, bajo la premisa de que aparentemente cometió una serie de conductas delictivas, cuando aún no ha sido ni siquiera indiciada por la jurisdicción penal ordinaria que es la competente para investigar esta clase de conductas (delitos). 

Lo anterior se deduce del proprio acto administrativo que revocó la prestación económica y su posterior confirmación, donde en sus consideraciones relata que en la propia decisión que ordenó el cierre de investigación administrativa (Auto No. 1373 del 03 de septiembre de 2.018), dispuso entre otros aspectos, en su numeral tercero: “remitir copia del expediente de la presente investigación administrativa especial a la Fiscalía General de la Nación para que conforme a sus competencias y funciones investigue o relacionado a los actos que constituyen ilícitos tales como fraude procesal, falsedad en documento público, estafa, entre otros, con el fin de que dicha entidad adelante la gestión pertinente”. Lo expuesto quiere decir que, apenas desde la fecha tres (03) de septiembre del año 2.019, se compulsaron copias para la investigación penal por unas presuntas conductas punibles, mismas que a la fecha no han sido ni siquiera imputadas, mucho menos acusadas y sancionadas, para así edificar sobre estas una decisión administrativa de revocatoria directa de un acto administrativo de reconocimiento pensional que se sustente en tal declaratoria de responsabilidad y es que, la declaratoria de revocatoria directa de actos administrativos de reconocimiento pensional según las voces de la Honorable Corte Constitucional (Sentencia C- 835 de 2.003 que declaró exequible condicionado el artículo 19 de la Ley 797 de 2.003), debe estar plenamente probado la casual de irregularidad, fraude y delito (tipicidad) en el reconocimiento pensional, y aquí como quedó visto no está plenamente acreditada tal situación que de viabilidad a la revocaría directa que se efectuó y con la cual no se está de acuerdo.   

Nótese además como aún en el propio adelantamiento del proceso penal la persona durante toda la actuación se presume inocente hasta que sea declarado judicialmente culpable mediante sentencia ejecutoriada (Art. 6 Ley 906 de 2.004), decisión penal que aún está en párvulas si se tiene en cuenta que apenas hace unos meses se compulso copias ante la Fiscalía General de la Nación, entidad que dentro de su atribución de la acción penal, no ha iniciado tan solo la comunicación formal de la investigación de la supuesta conducta delictiva (tipicidad), mediante la formulación de imputación a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO NARANJO, como lo dispone el propio Código Procesal Penal (Art. 297 Ley 906 de 2.004). 

Así las cosas, mal podría ordenarse la revocatoria de la sustitución pensional reconocida a favor de la ciudadana Gloria Elena Naranjo Naranjo, cuando su sustento es la supuesta comisión por parte de ella de una conducta delictual de la cual no ha sido ni siquiera iniciada la investigación penal sobre la tipificación delictiva de su comportamiento. 

Sobre el tema específico de la revocatoria directa de un acto administrativo de reconocimiento de una pensión sobre la base o argumento de la persona haber cometido una supuesta conducta delictiva en el reconocimiento de la prestación social, la propia Honorable Corte Constitucional ha señalada que esta determinación administrativa se debe basar en decisión objetiva y sustentada que así lo declare, pues de lo contrario sería contrariar la presunción de inocencia de la persona investigada, su debido proceso y se contraría el principio de la buena fe. Al respecto ha señalado el Alto Tribunal: 

Sentencia T-058/17

“ACCION DE TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE RESUELVEN SOLICITUDES PENSIONALES-Procedencia excepcional.

“En aquellos casos en los se revoca un acto administrativo por medio del cual se había reconocido una derecho pensional, la Corte Constitucional ha determinado, en reiteradas oportunidades la procedencia de la acción de tutela al considerar, por un lado, la importancia de la protección de los derechos a la buena fe, a la seguridad jurídica y el debido proceso, potencialmente vulnerados cuando se modifica una situación jurídica concreta que ha dado lugar al reconocimiento de un derecho pensional; y, por otro, la protección que se debe generar respecto a la seguridad social, derecho que resulta afectado cuando son vulnerados y amenazados derechos pensionales, garantías por medio de las cuales se procura salvaguardar la dignidad humana frente a contingencias de invalidez, vejez y muerte.

“PRINCIPIO DE LA BUENA FE, PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGITIMA Y PRINCIPIO DE RESPETO AL ACTO PROPIO-Reiteración de jurisprudencia HISTORIA LABORAL-Contenido y finalidad INCONSISTENCIAS EN HISTORIA LABORAL-Carga de la prueba es de la entidad administradora de pensiones. 

La carga de la prueba para demostrar la ilegalidad le corresponde a la administración. Esta debe allegar los medios de convicción suficientes para acreditar la irregularidad del acto que se cuestiona, debido al principio de la buena fe y la presunción de inocencia que recae en el pensionado al ser la parte débil de la relación.

“…”

“Ahora bien, de acuerdo con la norma en comento, cuando existan serios indicios sobre un reconocimiento prestacional, los cuales sean reales, objetivos, trascendentes y verificables, las administradoras tienen el deber de adelantar una verificación oficiosa sobre (i) el cumplimiento de los requisitos para la adquisición del derecho y (ii) la legalidad de los documentos que sirvieron de soporte para el reconocimiento y pago de las pensiones o prestaciones.

“El procedimiento que se adelante está sujeto al artículo 29 Superior y, en consecuencia, se deberá notificar su iniciación, acatar los principios de necesidad de la prueba, publicidad y contradicción con estricta observancia de los términos preclusivos previstos por el ordenamiento para que el funcionario competente adelante y resuelva cada una de las etapas procesales.

“La carga de la prueba para demostrar la ilegalidad le corresponde a la administración. Esta debe allegar los medios de convicción suficientes para acreditar la irregularidad del acto que se cuestiona, debido al principio de la buena fe y la presunción de inocencia que recae en el pensionado al ser la parte débil de la relación. No obstante, cuando la administración allegue los suficientes medios de convicción que demuestren la ilegalidad del acto administrativo, el principio de la buena fe pasa a favor de esta en aras de "proteger el interés público, pues en este caso la actuación fraudulenta con la que se dio origen o desarrollo a la actuación de la administración rompe la confianza legítima que sustenta la presunción de legalidad del acto expedido bajo tales circunstancias".

“Al respecto, la Corte Constitucional mediante la Sentencia T-455 de 2013 determinó que:

"le corresponde a la Administración allegar los medios de convicción que acrediten la irregularidad del acto que se cuestiona", de donde surge que la revocatoria directa del respectivo acto administrativo, sin el consentimiento del titular, procede siempre que la irregularidad del acto provenga de quien, mediante conducta tipificada como delito, se haya hecho acreedor de la pensión o prestación económica, lo que debe ser demostrado por la administración para desvirtuar de ese modo la presunción de inocencia, poner a su favor la presunción de buena fe y romper la confianza legítima en la que se apoya el principio de legalidad del acto administrativo".

“Debe advertirse que basta con la tipificación acorde con la ley penal "aunque no se den los otros elementos de la responsabilidad", "hipótesis en la cual se inscribe la utilización de documentación falsa, en conexidad o no con conductas tipificadas por la ley penal tales como el cohecho, el peculado", entre otros. Al final, la decisión deberá ser congruente con el procedimiento y el material probatorio, el cual deberá evidenciar pruebas que permitan una motivación real, objetiva y trascendente.

“Cuando finalizado el procedimiento quede demostrado que el ciudadano incurrió en conductas punibles a fin de acceder a la prestación la administración debe revocar directamente el acto administrativo. Sin embargo, cuando no quede demostrado el fraude en que se fundamentó el reconocimiento pensional y la administración insista en la procedencia de la revocatoria, esta debe acudir a las instancias judiciales.” (Subrayas Nuestras)

Sobre este aspecto, debe señalarse que, en el expediente administrativo en el cual se recaudaron pruebas para edificar la decisión de revocatoria directa, no son contundentes, ni conclusivas en determinar con objetividad la comisión de alguna conducta típica (delito) y sobre esa base ordenar la cancelación de la prestación económica y por consiguiente suspender su pago en nómina, ya que dicho reconocimiento fue efectuado por un acto administrativo revestido de presunción de legalidad que reconoció una prestación social en beneficio de un particular, sin que mediara su consentimiento expreso, vulnerándose con este actuar los principios de confianza legítima y buena fe que amparan a la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO al ya existir, se repite, un acto administrativo que le reconocía una prestación revestido de presunción de legalidad. 
DÉCIMO PRIMERO: Por todo lo expuesto se concluye que, con la decisión contenida en la Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE REPOSICIÓN)”, emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones y consecuentemente con la Resolución No.  2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE APELACIÒN)” emitido por la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., mediante las cuales dispusieron en primera y segunda instancia respectivamente: Confirmar en toda y cada una de sus partes la resolución SUB 278166 del 8 de octubre de 2019 “POR MEDIO LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA” emitida por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones y que a su vez resuelve la revocatoria de un acto administrativo en contra de una ciudadana a quien se le había reconocido una prestación económica social (sustitución pensional), mediante una acto administrativo en firme que consolidaba una situación prestacional y jurídica (estatus de pensionada); consideramos no podía modificarse a motu proprio la administración, sin un criterio sólido y objetivo que demostrara que dicho acto fue reconocido por medios fraudulentos o ilegales y que desvirtuaran por tanto su presunción de legalidad; cuestión que sucedió en el presente caso, donde sin mediar criterios sólidos se ordenó la revocatoria de una resolución que reconoció una clase de pensión misma que venía siendo pagada en virtud de ese acto administrativo revestido de legalidad, el cual por cierto, no ha sido ni anulado o suspendido por la jurisdicción competente.  
Sobre el tema de la presunción de legalidad de los actos administrativos estatuye el artículo 88 del actual Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo:

“ARTÍCULO 88. PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. Los actos administrativos se presumen legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante dicha medida cautelar.”
Así mismo sobre dicho tema el Máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo también ha señalado:

“Sentencia 2002-03652/4197-2013 de mayo 19 de 2016. CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN QUINTA. Rad.: 81001-23-33-000-2012-00039-04. Consejera Ponente: Dra. Rocío Araújo Oñate.
4. Razones jurídicas de la decisión.
4.1 Los efectos jurídicos de los denominados actos – Condición.
Los actos administrativos son válidos cuando han cumplido los requisitos establecidos por el ordenamiento jurídico, lo cual se traduce en que, en su expedición, la administración haya observado con rigor los elementos de competencia, objeto, forma, causa y finalidad.

La conformidad del acto administrativo con el ordenamiento jurídico se materializa en la denominada presunción de legalidad, positivizada novedosamente en el artículo 88 de la Ley 1437 de 2011 (52). De ahí que, no obstante el acto administrativo se presuma ajustado al ordenamiento jurídico, dicha presunción pueda ser controvertida ante el juez contencioso administrativo quien, a través de la sentencia, podrá declarar o no la nulidad del acto y, en consecuencia, desvirtuar dicha presunción demostrando la existencia de vicios en los elementos de validez del acto (falta de competencia, expedición irregular, falsa motivación, desviación de poder)”. 

La actuación descrita y así efectuada por la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., en contra de la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO vulnera el principio de la buena fe, el principio de la confianza legítima y el respeto de las situaciones jurídicas consolidadas, por ende, el debido proceso contendidos en los artículos 29 de la Constitución Política.  
DÉCIMO SEGUNDO: Ahora, si bien es cierto que la  acción de tutela no es procedente para ordenar el reconocimiento de pensiones o debatir asuntos sobre prestaciones sociales, teniendo en cuenta que existen mecanismos ordinarios que resultan idóneos para resolver este tipo de pretensiones, con fundamento en el principio de subsidiariedad que la caracteriza y dado que la tutela no puede entrar a desplazar los procesos ordinarios; también es cierto que, la acción constitucional de tutela procede de forma excepcional para salvaguardar estos bienes jurídicos, en dos casos específicos, derivados del artículo 86 de la Constitución Política y del Decreto 2591 de 1991, a saber:
 

(i) Cuando aun existiendo otro medio de defensa judicial ordinario disponible, la acción de tutela se utiliza como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, mientras el juez ordinario decide el fondo del caso de forma definitiva.  

 

(ii) Cuando los medios ordinarios de defensa judicial existentes no resultan eficaces ni idóneos para el caso concreto, la acción de tutela procederá como mecanismo principal y la decisión será definitiva. 

Por otro lado, la Corte Constitucional ha exigido que para la procedencia material de la acción de tutela cuando se intenta proteger un derecho de naturaleza pensional, se deben acreditar los siguientes elementos: “(i) la existencia y titularidad del derecho reclamado, (ii) un grado importante de diligencia al momento de buscar la salvaguarda del derecho invocado y; (iii) la afectación del mínimo vital como consecuencia de la negación del derecho prestacional.”
 
Adicionalmente, la jurisprudencia constitucional ha establecido que el análisis de procedibilidad se flexibiliza haciéndose menos exigente, cuando la persona que reclama el amparo constitucional es un sujeto de especial protección constitucional o se encuentra en condiciones de debilidad manifiesta. Para ello, es necesario examinar la situación fáctica de cada caso en concreto y las situaciones especiales en que se encuentre la accionante
. Así, cuando la acción de tutela es presentada por una persona sujeto de especial protección constitucional, el juez debe: “(i) efectuar el análisis de procedibilidad formal bajo criterios amplios o flexibles dada la tutela reforzada que la Carta concede en favor de estos colectivos y, (ii) tomar en cuenta que aún dentro de la categoría de personas de especial protección constitucional existen diferencias materiales relevantes que rompen su horizontalidad y los sitúan en disímiles posiciones de vulnerabilidad que merecen distintos grados de protección”
.
Así pues y aplicando los postulados jurisprudenciales anteriores para la procedencia de la acción de tutela en casos como el que se comenta, tenemos que decir que, ciertamente la situación puesta a consideración del Juez Constitucional de Tutela tiene para su resolución el mecanismo ordinario de defensa judicial, cual es la demanda laboral ordinaria prevista en el artículo el artículo 2º del Decreto Ley 2158 de 1948, Código Procesal del Trabajo, también tenemos que señalar que dadas las condiciones en las que se encuentra la parte actora, donde su único ingreso para tender sus necesidades básicas de alimentación, vivienda, salud, vestido e higiene es la pensión que venía percibiendo y que fue revocada, que además de ello la mencionada pensión es la fuente de manutención de los padres de la ciudadana actora quienes son personas de la tercera edad, enfermas y postradas en cama y le dependen de manera exclusiva, pues no poseen una pensión independiente y su cuidado personal está a cargo de su otra hija quien por esa razón no puede generar ingresos corrientes y así mismo depende de lo que pueda brindar su única hermana Gloria Elena al núcleo familiar vulnerable. Es por ello por lo que pretender acudir al mecanismo ordinario para activar el pago de la mesada pensional, constituye una barrera, dado el tiempo que este mecanismo ordinario tarda en resolver el asunto que es de meses - incluso de años con doble instancia, término que la ciudadana y su núcleo familiar no podrían esperar dada la inminente necesidad en percibir su único ingreso de sustento como lo es la sustitución pensional; es por lo anterior que, se acude a la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, para poder lograr la activación en el pago de la pensión y poder así aguantar hasta la presentación y definición del caso por el Juez competente, cual es el laboral. 
Por otra parte, y cumpliendo con los requisitos de procedibilidad excepcional de la acción de tutela materia de seguridad social y discusión de prestaciones sociales, la ciudadana cumple con los demás requisitos señalados por la jurisprudencia constitucional como lo son 1) la titularidad del derecho reclamo, pues nótese como la ciudadana le fue reconocido mediante acto administrativo la sustitución pensional que hoy reclama su activación, 2) ha efectuado un grado importante de diligencia al momento de buscar la salvaguarda del derecho invocado, pues nótese como interpuso los recursos de ley contra la decisión que revocó su prestación y los mismos fueron recientemente resueltos (mayo 07 de 2020 y notificado la segunda semana de este mismo mes) y, finalmente 3) dadas las situaciones donde la ciudadana y su grupo familiar dependen exclusivamente de la mesada pensional revocada hace que en su caso se atente contra el mínimo vital donde por demás, está de por medio personas enfermas de la tercera edad.   
DÉCIMO TERCERO: Es por todo lo anterior que se implora al juez constitucional que se amparen los derechos fundamentales de la parte actora señalados como vulnerados por la entidad accionada mediante el ejercicio de la presente acción de tutela.  
II. LO QUE SE SOLICITA 
De conformidad con los hechos anteriormente expuestos se solicita de la manera más respetuosa lo siguiente:
1. Se tutelen los derechos fundamentales al debido proceso, seguridad jurídica, (Art. 29 CN), igualdad (Art. 13 CN), seguridad social (Art. 48 CN) y mínimo vital (Art. 53 CN) de los que es titular la ciudadana GLORIA ELENA NARANJO NARANJO, los cuales consideramos han sido vulnerados por ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES., al emitir el acto administrativo contenido en la Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE REPOSICIÓN)”, emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones y consecuentemente en la Resolución No.  2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE APELACIÒN)” emitido por la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., mediante las cuales dispusieron en primera y segunda instancia respectivamente: Confirmar en toda y cada una de sus partes la resolución SUB 278166 del 8 de octubre de 2019, proferida por la misma entidad (Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones), mediante la cual resolvió en primera instancia revocar en toda y cada una de sus partes el Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, por la cual la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., le había reconocido una sustitución pensional a la ciudadana Naranjo, con ocasión del fallecimiento de su compañero permanente el señor Tena Blanca Jorge Humberto, quien en vida se identificó con la cédula de ciudadanía número 7.423.098, ocurrida el 19 de septiembre de 2.017 y en consecuencia dispuso negar el reconocimiento de la Sustitución Pensional a su favor y ordenó a la Dirección de Nómina el retiro en el pago de la prestación reconocida, ocasionando con ese irregular actuar que la ciudadana se quedara sin su único sustento económico como lo era su pensión con la cual atendía no solo sus necesidades básicas de alimentación, vivienda y salud sino las de sus dos padres, personas de la tercera edad, enfermas e impedidos, quienes le dependen exclusivamente, quedando así a la deriva y vulnerable la parte actora.
2. Como consecuencia de la anterior declaratoria, se ordene a la entidad accionada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES., suspender los efectos de la Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE REPOSICIÓN)”, emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, Resolución No. 2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE APELACIÒN)” emitido por la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones y finalmente la Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA”, por ende, ordenar el restablecimiento del pago de la prestación económica (Sustitución Pensional), reconocida a través de la Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, incluyendo el pago retroactivo de las mesadas pensionales dejadas de cancelar, hasta tanto la parte actora acuda en el término de ley a la jurisdicción ordinaria laboral para dirimir el conflicto suscitado y hasta tanto se resuelva de fondo dicho asunto. 
III. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS

Con la actuación aquí narrada, se consideran vulnerados los siguientes derechos fundamentales contemplados en la Constitución Política por parte de la entidad accionada: 

· Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.
· Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio.

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable.

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.
· Artículo 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley. La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley. No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes a ella. La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante.

· Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados hacen parte de la legislación interna. La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores.
IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA
Son fundamentos de derecho para interponer la presente acción constitucional de amparo los artículos 85 y 86 de la constitución política de Colombia y el Decreto 2591 de 1.991 y demás normas concordantes. Dada la vulneración a los derechos fundamentales al debido proceso, seguridad jurídica, (Art. 29 CN), igualdad (Art. 13 CN), seguridad social (Art. 48 CN) y mínimo vital (Art. 53 CN) por parte de Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES., (identificación razonablemente los hechos que generaron la vulneración de derechos fundamentales), al proferir y posteriormente confirmar el acto administrativo contenido en la Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA., mediante la cual dispuso sin motivos reales, objetivos, trascendentes y verificados, revocar en toda y cada una de sus partes el Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, por la cual la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., le había reconocido a la actora una sustitución pensional, así como su reciente retiro definitivo de nómina el 07 de mayo de 2.020, (principio de inmediatez), ocasionando con ese irregular actuar que la ciudadana se quedara sin su único sustento económico como lo es su pensión con la cual atiende no solo sus necesidades básicas de alimentación, vivienda y salud sino las de sus dos padres, personas de la tercera edad, enfermas e impedidos, quienes le dependen exclusivamente, permaneciendo así a la deriva y vulnerable la parte actora, no quedándole otro camino que acudir a la presente acción de tutela en busca de la protección inminente de sus derechos fundamentales dado que, acudir a la acción ordinaria laboral, como mecanismo de defensa judicial instituido para estos casos
, tardaría todo un proceso judicial de meses, incluso años con doble instancia, término que dadas las vulnerabilidad de la parte actora no estaría en condición de soportar (subsidiaridad de la acción de tutela), es por ello que se acude a la presente acción constitucional como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
V. JURISPRUDENCIA DEL CASO
Sentencia T-058/17. Referencia: Expediente T-5.748.723. Demandante: Lucila Estela Verdecía Acosta. Demandado: Administradora Colombiana de Pensiones. Magistrado Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO. Bogotá, D.C., tres (3) de febrero de dos mil diecisiete (2017).

“ACCION DE TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE RESUELVEN SOLICITUDES PENSIONALES-Procedencia excepcional. En aquellos casos en los se revoca un acto administrativo por medio del cual se había reconocido una derecho pensional, la Corte Constitucional ha determinado, en reiteradas oportunidades la procedencia de la acción de tutela al considerar, por un lado, la importancia de la protección de los derechos a la buena fe, a la seguridad jurídica y el debido proceso, potencialmente vulnerados cuando se modifica una situación jurídica concreta que ha dado lugar al reconocimiento de un derecho pensional; y, por otro, la protección que se debe generar respecto a la seguridad social, derecho que resulta afectado cuando son vulnerados y amenazados derechos pensionales, garantías por medio de las cuales se procura salvaguardar la dignidad humana frente a contingencias de invalidez, vejez y muerte.

“PRINCIPIO DE LA BUENA FE, PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGITIMA Y PRINCIPIO DE RESPETO AL ACTO PROPIO-Reiteración de jurisprudencia HISTORIA LABORAL-Contenido y finalidad INCONSISTENCIAS EN HISTORIA LABORAL-Carga de la prueba es de la entidad administradora de pensiones 

“La carga de la prueba para demostrar la ilegalidad le corresponde a la administración. Esta debe allegar los medios de convicción suficientes para acreditar la irregularidad del acto que se cuestiona, debido al principio de la buena fe y la presunción de inocencia que recae en el pensionado al ser la parte débil de la relación.

“REVOCATORIA DIRECTA DE ACTO ADMINISTRATIVO DE RECONOCIMIENTO DE PENSION ENTIDAD ADMINISTRADORA DE PENSIONES-Deber de custodia, conservación y guarda de la información concerniente al Sistema de Seguridad Social Colpensiones, en su condición de administradora de pensiones, tiene la obligación de custodiar la información consignada en sus bases de datos, velar por su certeza y exactitud, de tal manera que la información sea precisa, clara, detallada, comprensible y oportuna. En consecuencia, está llamada a la “conservación, guarda y custodia de los documentos contentivos de la información correspondiente a la vinculación del afiliado al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, no le es dable trasladarle al interesado las consecuencias negativas del deficiente cumplimiento de dichas obligaciones, es decir, de la pérdida, deterioro, desorganización o no sistematización de dicha información”.

“DERECHO AL DEBIDO PROCESO, AL MINIMO VITAL Y A LA SEGURIDAD SOCIAL. Orden a Colpensiones restablecer el pago de pensión de vejez.
Referencia: Expediente: T-5.978.302. Asunto: Acción de tutela instaurada por la señora María Mercedes Valencia, contra la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones). Magistrado Ponente (e): JOSÉ ANTONIO CEPEDA AMARÍS. Bogotá DC, veinticinco (25) de abril de dos mil diecisiete (2017).

“SUSTITUCION PENSIONAL Y PENSION DE SOBREVIVIENTES-Comparten la misma finalidad de protección al mínimo vital de las personas que dependían del causante 
 
“DERECHO A LA SUSTITUCION PENSIONAL-Naturaleza y finalidad 
 
“La sustitución pensional se considera como un derecho fundamental si de su reconocimiento depende que se materialicen las garantías de los beneficiarios que se encuentran en una situación de debilidad manifiesta, por razones de tipo económico, físico o mental. 
 
“DERECHO A LA SUSTITUCION PENSIONAL-La no convivencia al momento del fallecimiento del causante, cuando ésta obedece a justa causa de separación, no debe ser tenida en cuenta para negar el reconocimiento
 
“PENSION DE SOBREVIVIENTES-Beneficiarios 
 
“DERECHO A LA PENSION SUSTITUTIVA DEL CONYUGE O COMPAÑERO(A) SUPERSTITE-Requisito de convivencia de no menos de 5 años continuos con anterioridad a la muerte del causante/PENSION DE SOBREVIVIENTES Y REQUISITO DE CONVIVENCIA-Reconocimiento al cónyuge supérstite aunque no haya habitado bajo el mismo techo del causante siempre que exista causa justificada para la separación aparente de cuerpos
 
“La jurisprudencia ha dado por entendido que, el cónyuge o compañero o compañera supérstite, tiene derecho al reconocimiento de la pensión de sobrevivientes o de la sustitución pensional, aun cuando no haya habitado bajo el mismo techo del causante hasta el momento de su muerte, siempre que exista una causa justificada para ello. Es decir, el requisito de convivencia continua, establecido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2013, no podrá ser analizado en abstracto, sino que es necesario hacer una evaluación de las circunstancias concretas en cada caso. De tal manera, cuando a una persona que se encuentra bajo esas circunstancias se le niega el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes o de la sustitución pensional, por un aparente incumplimiento del requisito exigido por la legislación, se le está violando su derecho fundamental al mínimo vital, si de este reconocimiento depende la materialización de una vida en condiciones dignas.
 
“SUSTITUCION PENSIONAL Y DERECHO AL MINIMO VITAL, SEGURIDAD SOCIAL Y VIDA DIGNA-Orden a Colpensiones reconocer sustitución pensional a compañera permanente supérstite” 
Sentencia SU182/19. Referencia: Expediente T-6.796.815. Acción de tutela instaurada por Álvaro Antonio Riquet Ortiz, por medio de apoderado judicial, contra la Administradora Colombiana de Pensiones (Colpensiones). Magistrada Ponente: DIANA FAJARDO RIVERA.
172. A partir del análisis realizado en los capítulos anteriores, se concluye que es necesario precisar el alcance del artículo 19 de la Ley 797 de 2003, así como reiterar los principios y criterios trazados por la Sentencia C-835 de 2003; y complementarlos para superar las diferencias que se han producido entre las salas de revisión, de la siguiente manera:

 

“(i) Solo son dignos de protección aquellos derechos que han sido adquiridos con justo título. Según dispone el artículo 58 de la Carta Política, la protección de los derechos adquiridos, implica que su obtención se dio “con arreglo a las leyes vigentes”. Los derechos que se obtienen irregularmente no pueden aspirar a la misma protección e inmutabilidad de la que gozan los derechos obtenidos con apego a la Ley.

 

“(ii) La verificación oficiosa del cumplimiento de los requisitos pensionales es un deber. Las administradoras de pensiones o quienes respondan por el pago o hayan reconocido o reconozcan prestaciones económicas, no solo están facultadas, sino que es su deber verificar de oficio, el cumplimiento de los requisitos para la adquisición de un derecho prestacional. Sin embargo, mientras no surjan nuevos motivos o causas fundadas de duda, no puede la administración reabrir periódicamente investigaciones que afecten derechos adquiridos, y propicien escenarios injustificados de inseguridad jurídica.

 

“(iii) Solo motivos reales, objetivos, trascendentes, y verificables, que pudieran enmarcarse en un comportamiento criminal justifican la revocatoria, sin el consentimiento del afectado. Con este criterio, la jurisprudencia busca evitar que el ciudadano quede al arbitrio de la administración. La simple sospecha, inconsistencias menores en el cumplimiento de los requisitos, o debates jurídicos alrededor de una norma, no habilitan el mecanismo de la revocatoria unilateral. Estos motivos deben ser lo suficientemente graves como para que pudieran enmarcarse en una conducta penal.

 

“(iv) No es necesario aportar una sentencia penal para desvirtuar la buena fe del beneficiario de la pensión. Los supuestos que trae el artículo 19 de la Ley 797 de 2003 deben entenderse como el resultado de conductas u omisiones especialmente graves, al punto que pudieran enmarcarse en algún tipo penal; y no simplemente tratarse de discrepancias jurídicas, o inconsistencias menores en el cumplimiento de los requisitos. Esto supone un estándar alto de prueba a cargo de la administración, pero no implica una suerte de prejudicialidad, que restrinja la actuación de la administración a la espera que se produzca una sentencia penal condenatoria.

 

“(v) Tampoco hace falta que el afiliado sea el que haya concertado o inducido en error a la administración, pues el ordenamiento jurídico sanciona a quién se aprovecha de estos escenarios. El cumplimiento de las normas es un presupuesto básico del Estado social y democrático de derecho. Actuar con rectitud y honestidad es una exigencia que se deriva del principio general de la buena fe y que permite crear un ambiente de confianza mutuo, imprescindible para el buen funcionamiento del sistema pensional. El orden constitucional no protege la posición de quien pretende aprovecharse del error o infortunio ajeno para obtener un beneficio particular.

 

“(vi) Sujeción al debido proceso. La administración o autoridad competente no puede suspender un derecho pensional, sin antes haber agotado un debido proceso que garantice al afectado su defensa. En este proceso, la carga de la prueba recae sobre la administración a quien corresponde desvirtuar la presunción de buena fe que cobija al pensionado. Durante el mismo, debe prestarse especial atención a los principios de la necesidad de la prueba, de la publicidad y la contradicción. Frente a una “censura fundada” de la administración, la carga de la prueba se traslada al afiliado.

 

“(vii) El derecho fundamental al habeas data y la prueba supletiva de la historia laboral. Tanto el empleador como las administradoras de pensiones son las principales responsables de velar por la correcta expedición y custodia de los certificados que den cuenta fielmente de la trayectoria laboral de una persona. Pero, teniendo en cuenta que aún subsisten fallas en el manejo de la información, las administradoras de pensiones no pueden, sin más, modificar la historia laboral de un afiliado, salvo que cuenten con una “justificación bien razonada” y sujeta a un debido proceso. El afiliado, por su parte, está en el derecho de controvertir el dictamen de la administración, y para ello podrá hacer uso de los medios supletivos de prueba a su alcance. El análisis del nivel de certeza que ofrecen estos medios alternos deberá hacerse caso a caso, y teniendo en cuenta, también, que la tutela no es el escenario para adelantar un examen probatorio a fondo, ni reemplaza la competencia del juez ordinario, quien tiene la palabra definitiva.

 

“(viii) El procedimiento administrativo de revocatoria no debe entenderse como un escenario puramente adversarial. Ateniendo las fallas históricas en el manejo de la información laboral, y considerando que el trabajador es la parte débil del sistema, las administradoras de pensiones no pueden asumir el procedimiento de revocatoria como una instancia meramente adversarial. Están obligadas a utilizar sus competencias de investigación e inspección, incluso de oficio, para corroborar o desestimar los argumentos y pruebas que ponga de presente el trabajador. En caso de que el afiliado allegue algún medio de prueba que soporte razonablemente su versión, no se podrá revocar su derecho, hasta tanto la administración agote los medios a su alcance para verificar las pruebas e intentar aproximarse a la realidad fáctica de lo sucedido.

 

“(ix) Efectos de la revocatoria. La revocatoria directa solo tiene efectos hacia el futuro (ex nunc). La administración no puede recuperar los dineros que haya girado en una maniobra fraudulenta a través de este mecanismo, sino que debe acudir al juez administrativo, quién sí es competente para retrotraer todas las consecuencias que ocasionó un acto administrativo contrario a derecho.

 

“(x) Alcance de la revocatoria y recurso judicial. La revocatoria unilateral es un mecanismo de control excepcional promovido por la propia administración. Esta no resuelve definitivamente sobre la legalidad de un acto administrativo, ni tiene la competencia para expulsar del ordenamiento un acto pensional y retrotraer sus efectos. Tanto la administración como los particulares podrán acudir ante el juez competente para resolver de forma definitiva las diferencias que surjan en torno a un reconocimiento pensional. 
 

“173. En los términos descritos, la Sala Plena unifica su jurisprudencia en relación con la figura de la revocatoria directa para asuntos pensionales, según el marco normativo dispuesto por la Ley 797 de 2003, y demás normas relevantes.”
VI. DECLARACIÓN JURADA

Bajo la gravedad de juramento que se entiende prestado con la presentación la acción de tutela, manifiesto no haber interpuesto ninguna clase de acción de tutela donde sean parte actora la ciudadana Gloria Elena Naranjo Naranjo, identificada con cédula de ciudadanía 34.054.308 de Pereira (Risaralda) y donde sean accionada la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., por los mismos hechos y pretensiones sobre los que versa la presente acción de amparo constitucional. 
Se advierte eso sí que, con fecha anterior fue instaurada una acción de tutela donde es parte actora la misma ciudadana y accionada la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., (Rad. 66001 31 05 004 2020 00074 00 - se allega fallo de segunda instancia), pero donde los hechos y las pretensiones de esa acción de tutela eran diversos a los aquí debatidos, pues los actuales hechos versan sobre actuaciones no conocidas al momento de interponerse la primera acción constitucional, esto es, se discuten las actuaciones contenidas en las decisiones administrativas contenidas en la Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE REPOSICIÓN)”, emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones y la Resolución No. 2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE APELACIÒN)” emitido por la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, mediante las cuales dispusieron en primera y segunda instancia respectivamente confirmar en toda y cada una de sus partes la resolución SUB 278166 del 8 de octubre de 2019, proferida por la misma entidad y mediante la cual resolvió revocar en toda y cada una de sus partes el Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, por la cual la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., le había reconocido una sustitución pensional a la ciudadana Gloria Elena Naranjo, parte actora en el presente proceso.
VII.  PRUEBAS
De orden documental que me permito allegar con el escrito.
· Copia de la Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, por la cual la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., le reconoció a la ciudadana Gloria Elena Naranjo una sustitución pensional con ocasión del fallecimiento de su compañero permanente Jorge Humberto Tena Blanco, quien en vida se identificó con la cédula de ciudadanía número 7.423.098, ocurrida el 19 de septiembre de 2.017.
· Copia en medio magnética (DVD) del acto administrativo contenido en la Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA” emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., mediante la cual dispuso: Revocar en toda y cada una de sus partes el Resolución No. SUB 262355 del 21 de noviembre de 2.017, por la cual la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones., le había reconocido a la actora una sustitución pensional.
· Copia en medio magnética (DVD) del recurso de reposición y subsidio de apelación interpuesto contra el acto administrativo contenido en la Resolución No. SUB 278166 del 08 de octubre de 2.019, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA” emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones.
· Copia de la  Resolución No. 2019_15626204 SUB 26785 del 29 de enero de 2020 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE REPOSICIÓN)”, emitido por la Subdirección de Determinación de la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones.
· Copia de la Resolución No. 2019_15628204_2 DPE 7606 del 07 de mayo de 2.020, “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN TRÁMITE DE PRESTACIONES ECONÓMICAS EN EL RÉGIMEN DE PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA (SOBREVIVIENTES – RECURSO DE APELACIÒN)” emitida por la Dirección de Prestaciones Económicas de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones.
· Tres (03) declaraciones extra juicio que relatan las precarias condiciones en las que se encuentra la parte actora en esta acción de tutela debido a la suspensión y retiro de nómina de manera intempestiva de la prestación económica (Sustitución Pensional), como único sustento económico de ella y de sus padres adultos mayores quienes le dependen enteramente.
· Copia de las historias clicadas (02) de los progenitores de la ciudadana actora Gloria Elena Naranjo, las cuales detallan las avanzadas edades y las múltiples enfermedades que ellos padecen.

· Copia de certificado de afiliación en materia de seguridad social en salud de la parte actora Gloria Elena Naranjo, en el cual se observa el cobro por encontrarse en deuda por este concepto. 

· Copia de afiliación en materia de salud de los progenitores de la parte actora Gloria Elena Naranjo.

· Certificado de cuenta bancaria a nombre de la ciudadana Gloria Elena Naranjo, donde se puede detallar el último mes de pago de su mesada pensional (Sustitución Pensional).  
Los anteriores medios de prueba son conducentes, pertinentes y útiles, en la medida que demuestran por una parte el reconocimiento de una mesada pensional (sustitución pensional) a favor de la parte actora Gloria Elena Naranjo, la que le fue concedida con ocasión del con ocasión del fallecimiento de su compañero permanente Jorge Humberto Tena Blanca, ocurrida el 19 de septiembre de 2.017 (Copia de la resolución de reconocimiento pensional); así mismo se demuestra que, finalizando el año 2.019, fue suspendido de manera intempestiva en el pago de dicha mesada y retirada de nómina de pensionados por revocatoria directa de la resolución que le reconoció esa prestación económica (copia del acto administrativo de revocatoria directa y copia certificado bancario de último pago de la prestación); por otra parte, se demuestra la interposición de unos recursos en la vía gubernativa (copia de recibo radicación recursos) contra el acto administrativo que revocó el reconocimiento pensional de la ciudadana actora y su reciente decisión (resoluciones de los recursos de reposición y apelación) y finalmente dicho medios de prueba dan a conocer las precarias condiciones en las que quedó la parte actora debido a la revocatoria de la prestación económica y exclusión en nómina de dicha prestación la que generó que la ciudadana y sus padres personas de la tercera edad con múltiples enfermedades (copia de losas historias clínicas) que le dependen de manera exclusiva se vean desamparados sin ingreso alguno para atender sus necesidades básicas de vivienda, alimentación y salud (copia declaraciones extra juicio).  
VIII. ANEXOS

Se allega con la presente acción de amparo constitucional copia del poder debidamente autenticado para presentar acción de tutela a favor de la ciudadana cuyos derechos fundamentales se alegan como vulnerados. Así mismo, se campaña traslados de la acción de tutela con sus anexos para la autoridad administrativa accionada (01), así como para las personas interesadas con la presente acción de tutela (02) para que defiendan sus derechos en el evento de que puedan verse interesados en el resultado que se derive del presente proceso y finalmente copia (01) de la acción constitucional para el delegado del Ministerio Público. 
IX. NOTIFICACIONES 
ACCIONANTE: 
-El suscrito abogado recibe las notificaciones en la calle 16, número 25-13, Edificio Altamira, apartamento 201 B de la ciudad de Pereira y teléfono 3148722552.
Coreo electrónico: leoasesor@hotmail.com 

-La accionante Gloria Elena Naranjo Naranjo, se ubica en el Conjunto residencial Jardines de Tanambí, Torre Z, apartamento 321, en el Municipio de Pereira de departamento de Risaralda, teléfono 3183627927.
ACCIONADO: 
Administradora Colombiana De Pensiones – COLPENSIONES, se ubica en la sede principal carrera 10, número 72-33, Torre B, piso 11, en la ciudad de Bogotá (Cundinamarca), Código postal 110231, teléfonos: (1) 4890909 y en la ciudad de Pereira (Risaralda) en la calle 19, número 9-75, teléfono 018000410909.
Correo notificaciones judiciales: notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co 

INTERESADOS:
Dennys Magola Maya de Tena, se ubica en la calle 137, número 85-76, int. 2-246, teléfono 6923094, en la ciudad de Bogotá (Cundinamarca).
La Agencia Nacional para la Defensa Jurídica del Estado, en la carrera 7, número 75-66, pisos 2 y 3, teléfonos (1) 2558955 ext. 406, 407 y 409, en Bogotá. Correo electrónico:

 mesaayuda@defensajuridica.gov.co

Del Juzgado del Circuito de Pereira (Risaralda), con todo respeto.

Atentamente. 
______________________________
LEONARDO JOSÉ ÁLVAREZ GÓMEZ
C.C No 160213 de Pereira (Risaralda)

TP No. 19842 del H C S de la J

� Ver entre otras: Sentencia T-190 de 1993; T-553 de 1994; C-389 de 1996; C-002 de 1999; T-049 de 2002; C-1094 de 2003; T-326 de 2007; C-336 de 2008. M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


� Ver: Sentencias T-190 de 1993. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; T-110 de 2011. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-012 de 2012. M.P. Jorge Iván Palacio Palacio.


� Sentencia T-716 de 2011. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Ver: sentencia T-549 de 2014. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-112 de 2011. M.P.  Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-1093 de 2012. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-058/17. “En todo caso, se destaca, es el juez ordinario y no el contencioso administrativo el competente para conocer el asunto. En virtud del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, según el cual "la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer (...) de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa. Igualmente conocerá de los siguientes procesos: [...] 4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho público".





“Esto, en consonancia con el artículo 2º del Decreto Ley 2158 de 1948, Código Procesal del Trabajo, según el cual "la Jurisdicción Ordinaria, en sus especialidades laboral y de seguridad social conoce de (...) las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o prestadoras", y de "la ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del sistema de seguridad social integral que no correspondan a otra autoridad"
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